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Primero. Autorizar al Ayuntamiento de Osuna (Sevilla) a
que enajene la vivienda ubicada en calle Doctor Fleming,
número 1, a don Francisco Heredia Cádiz.

Segundo. Contra la presente Orden, que pone fin a la
vía administrativa, se podrá interponer recurso potestativo de
reposición ante este órgano, en el plazo de un mes, contado
a partir del día siguiente a aquél en que tenga lugar la noti-
ficación del presente acto, o interponer directamente el recurso
contencioso-administrativo, ante los correspondientes órganos
judiciales de este Orden, en el plazo de dos meses contados
desde el día siguiente al de la notificación de este acto, todo
ello de conformidad con lo establecido en los artículos 116
y 117 de la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, y en el
artículo 46.1 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora
de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa.

Sevilla, 2 de julio de 2001

ALFONSO PERALES PIZARRO
Consejero de Gobernación

ORDEN de 19 de julio de 2001, por la que se
distribuye entre las Diputaciones Provinciales de Anda-
lucía la aportación de la Comunidad Autónoma a los
Planes Provinciales de Obras y Servicios para 2001.

De conformidad con lo dispuesto por el Decreto
131/1991, de 2 de julio, la Comunidad Autónoma participa
en la financiación de los Planes Provinciales de Obras y
Servicios de competencia municipal en base a las previsiones
sobre cooperación local contenidas para cada ejercicio en la
Ley anual de Presupuestos, estableciéndose por la Ley
11/1987, de 26 de diciembre, reguladora de las relaciones
entre Comunidad de Andalucía y las Diputaciones Provinciales
de su territorio, que dicha cooperación se efectuará a través
de las Corporaciones Provinciales.

En virtud de ello y teniendo en cuenta las atribuciones
que me confiere la Ley 5/1983, de 19 de julio, General de
la Hacienda Pública de la Comunidad Autónoma, así como
lo dispuesto por el Decreto 131/1991, de 2 de julio, de coor-
dinación y cooperación económica de la Junta de Andalucía
en los Planes Provinciales de Obras y Servicios de competencia
municipal, y el Decreto 69/1993, de 18 de mayo, que dio
nueva redacción al artículo 12 del Decreto antes citado.

D I S P O N G O

Artículo 1. Distribución de la Aportación de la Comunidad
Autónoma.

En el marco de lo dispuesto en el artículo 8 de la Ley
11/1987, de 26 de diciembre, la cantidad de dos mil millones
de pesetas (2.000.000.000 de pesetas), aportación de la Jun-
ta de Andalucía a los Planes Provinciales de Obras y Servicios
para el ejercicio 2001, se distribuye conforme a los criterios
de reparto contenidos en el artículo 8 del Decreto 131/1991,
de 2 de julio, correspondiendo a cada provincia las cantidades
que a continuación se indican:

Almería: 294.497.764
Cádiz: 191.831.574
Córdoba: 236.693.820
Granada: 315.627.842
Huelva: 203.264.357
Jaén: 256.108.588
Málaga: 236.823.447
Sevilla: 265.152.608
Total: 2.000.000.000

Artículo 2. Delegación de competencias.
Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 3.3.b) de

la Orden de 11 de diciembre de 1998, se delega en los Dele-
gados del Gobierno de la Junta de Andalucía, dentro de su
correspondiente ámbito territorial, la competencia para dictar
la resolución por la que se apruebe la transferencia a su res-
pectiva Diputación Provincial, así como para la aprobación
del gasto, su compromiso y liquidación, interesando de la Con-
sejería de Economía y Hacienda la ordenación de los pagos
de la transferencia correspondiente en concepto de Planes
Provinciales de Obras y Servicios para 2001.

Artículo 3. Forma de pago.
La cantidad que en concepto de transferencia corresponde

a cada Diputación Provincial, conforme se indica en el artículo
uno, se compromete con el carácter de gasto plurianual, y
se hará efectiva mediante el abono de un primer pago corres-
pondiente al 75% de su importe, con cargo al ejercicio 2001,
librándose el 25% restante, con cargo al ejercicio 2002, una
vez haya sido justificado, en el plazo de tres meses, el ingreso
de la transferencia como dispone el artículo siguiente.

Artículo 4. Justificación.
Los ingresos de las transferencias deberán justificarse,

en el plazo de tres meses a partir de la fecha de materialización
de cada pago, ante la Delegación de Gobierno de la Junta
de Andalucía correspondiente, mediante una certificación con
indicación del número y fecha del correspondiente asiento
contable.

Disposición Final Unica. Efectos.
La presente Orden tendrá efectos el día siguiente al de

su publicación en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía.

Sevilla, 19 de julio de 2001

ALFONSO PERALES PIZARRO
Consejero de Gobernación

RESOLUCION de 28 de junio de 2001, de la Direc-
ción General de Administración Local, por la que se
autoriza al Ayuntamiento de El Gastor (Cádiz) para
que enajene una vivienda de sus bienes de propios
a la vecina ocupante de la misma.

Ha tenido entrada en esta Dirección General de Admi-
nistración Local escrito del Ilmo. Ayuntamiento de El Gastor
(Cádiz) solicitando la autorización para enajenar una vivienda
de sus bienes de propios a la adjudicataria de la misma.

La vivienda objeto de enajenación es la que se relaciona
a continuación:

Vivienda sita en la calle Ramón y Cajal, número 9, piso
2º Derecha, a favor de doña Manuela Caña Gómez, por el
precio de 3.308.482 pesetas. La citada vivienda figura inscrita
en el Registro de la Propiedad de Olvera, a nombre del Ayun-
tamiento de El Gastor, Tomo 479, Libro 32, Folio 207, Finca
registral número 2.526, Inscripción 1.ª. Tiene una superficie
de 51,60 m2.

Dicha solicitud se acompaña de la correspondiente docu-
mentación, siendo especialmente significativa la que acredita
la posesión pacífica y continuada de la ocupante de la vivienda
objeto de enajenación por un tiempo superior a dos años,
así como su residencia efectiva.

La legislación a tener en cuenta en la materia que nos
ocupa está representada por la Disposición Transitoria Primera
de la Ley 7/99, de 29 de septiembre, de Bienes de las Enti-
dades Locales de Andalucía, que señala que «las entidades
locales podrán enajenar directamente los inmuebles de su pro-
piedad en el plazo de dos años a partir de la entrada en
vigor de la presente Ley, entre otros, en el siguiente supuesto:
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B) Viviendas ocupadas mediante cualquier título por quie-
nes ostenten la posesión pacífica de las mismas y cumplan
los siguientes requisitos: a) Que el ocupante haya estado en
posesión efectiva y continuada de la vivienda que constituya
su domicilio habitual dos años inmediatamente antes de la
entrada en vigor de la Ley, cualquiera que sea su título de
ocupación; b) Que la entidad local no hubiere iniciado acciones
de desahucio en vía administrativa o judicial antes de la entrada
en vigor de esta Ley.

El artículo 13.3 del Estatuto de Autonomía para Andalucía,
aprobado por Ley Orgánica 6/81, de 30 de diciembre, confiere
competencia exclusiva a esta Comunidad Autónoma en materia
de Régimen Local.

Acreditada documentalmente la situación física y jurídica
de los bienes inmuebles, su valoración por técnico competente,
así como la posesión pacífica y continuada de la ocupante
de la misma por un tiempo superior a dos años y su residencia
efectiva, resultan bastante en orden a proceder a la autorización
para la enajenación de una vivienda de propiedad municipal.

En consecuencia, vistos los antecedentes expuestos, las
disposiciones citadas y las normas generales de aplicación,
se considera que, en virtud de las competencias atribuidas
de conformidad con lo dispuesto en el art 44.5 de la Ley
6/83, del Gobierno y la Administración de la Comunidad Autó-
noma, y art. 5.3 del Decreto 425/2000, de 7 de noviembre,
por el que se determinan los órganos competentes de la Con-
sejería de Gobernación en materia de tráfico jurídico de bienes
de las Entidades Locales, esta Dirección General

R E S U E L V E

Primero. Autorizar al Ilmo. Ayuntamiento de El Gastor
(Cádiz), a que enajene la vivienda identificada al principio
de esta Resolución y que forma parte de su patrimonio muni-
cipal en las condiciones y circunstancias expuestas.

Segundo. Contra la presente Resolución, que pone fin
a la vía administrativa, se podrá interponer recurso de alzada
ante el Excmo. Sr. Consejero de Gobernación en el plazo de
un mes, contado a partir del día siguiente a aquél en que
tenga lugar la notificación del presente acto, o interponer direc-
tamente el recurso contencioso-administrativo ante los corres-
pondientes órganos judiciales de este orden, en el plazo de
dos meses, contados desde el día siguiente al de la notificación
de este acto, de conformidad con lo establecido en los artículos
114 y 115 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, del
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Pro-
cedimiento Administrativo Común y en el artículo 46.1 de
la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción
Contencioso-Administrativa.

Sevilla, 28 de junio de 2001.- El Director General,
Alfonso Yerga Cobos.

RESOLUCION de 2 de julio de 2001, de la Direc-
ción General de Administración Local, por la que se
acuerda la publicación de los Estatutos modificados
del Consorcio Montes-Alta Axarquía, de la provincia
de Málaga.

El Capítulo II del Título III de la Ley 7/1993, de 27 de
julio, reguladora de la Demarcación Municipal de Andalucía,
establece la facultad que ostentan las Entidades Locales para
constituir Consorcios con otra Administración Pública o entidades
privadas sin ánimo de lucro que persigan fines de interés público
concurrentes con los de otras Administraciones Públicas.

El Consorcio Montes-Alta Axarquía ha tramitado expedien-
te para la modificación de sus Estatutos, siendo objeto de
aprobación por todas las Entidades consorciadas.

Por todo ello, esta Dirección General, a tenor de lo esta-
blecido en el artículo 36.2 de la Ley 7/1993, de 27 de julio,

R E S U E L V E

Primero. Dar publicidad a la modificación de los Estatutos
del Consorcio Montes-Alta Axarquía, de la provincia de Málaga,
que se adjunta como Anexo de esta Resolución.

Segundo. Contra la presente Resolución, que pone fin
a la vía administrativa, se podrá interponer recurso de alzada
ante el Excmo. Sr. Consejero de Gobernación, en el plazo
de un mes, contado a partir del día siguiente a aquél en que
tenga lugar la publicación del presente acto, de conformidad
con lo establecido en los artículos 114 y siguientes de la
Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común, sin perjuicio de plantear cuantos otros se esti-
men oportunos.

Sevilla, 2 de julio de 2001.- El Director General, Alfonso
Yerga Cobos.

A N E X O

ESTATUTOS DEL CONSORCIO MONTES-ALTA AXARQUIA

CAPITULO I. DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 1. Constitución.
La Excma. Diputación Provincial de Málaga y los muni-

cipios de Alcaucín, Alfarnate, Alfarnatejo, Almogía, Casaber-
meja, Colmenar, Comares, Periana, Riogordo y La Viñuela,
de conformidad con lo establecido por los artículos 87 de
la Ley 7/85, de 2 de abril, y 110 del Real Decreto Legislativo
78/86, de 18 de abril, según la Ley 7/1993, de 27 de julio,
reguladora de la Demarcación Municipal de Andalucía, cons-
tituyen un Consorcio para el desarrollo integral de la zona
Montes-Alta Axarquía.

Artículo 2. Naturaleza jurídica.
El Consorcio es un ente público de base asociativa que

tiene personalidad jurídica propia y plena capacidad jurídica
para realizar y conseguir las finalidades que constituyen su
objeto.

En consecuencia, podrá adquirir, poseer, reivindicar, per-
mutar, gravar o enajenar toda clase de bienes, celebrar con-
tratos, ejercitar acciones y excepciones, establecer y explotar
obras y servicios públicos, obligarse e interponer recursos de
cualquier clase, dentro de los fines y actividades específicas
determinadas por su objeto.

Artículo 3. Denominación y fines.
1. El Consorcio constituido que se denominará «Mon-

tes-Alta Axarquía» tendrá como objeto la racional utilización
de los recursos disponibles, concentrando la atención en lo
diferencial y endógeno de las entidades consorciadas, apro-
vechando y potenciando lo que de positivo y utilizable existe,
todo ello a través de un Plan Operativo de Desarrollo Comarcal
que tiene como interés común los siguientes fines:

- Promover y fomentar la formación de personal espe-
cializado.

- Dinamización, creación y fomento de PYMES.
- Cooperación y asistencia para el desarrollo urbanístico

y de infraestructura para una actuación coordinada y eficaz
de las entidades asociadas en el ejercicio de estas compe-
tencias, mediante la planificación estratégica de las inver-
siones.

- Cooperación, orientación y coordinación de actividades
culturales y deportivas.

- Organización de actividades destinadas a colectivos
sociales precisados de especial atención.

- Fomento y desarrollo del turismo rural.


